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PROYECTO DE LEY NÚMERO 085 DE 2015 
CÁMARA

.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
Artículo 1. . La presente ley tiene por objeto, 

en concordancia con los estándares internacionales y la 

adecuarla al procedimiento oral para dar mayor celeri-
dad y garantías al proceso de extinción de dominio en 
Colombia.

Artículo 2°. Oralidad. La actuación procesal de 
extinción de dominio será oral y en su realización se 
utilizarán los medios técnicos disponibles que permi-

de conservar registro de lo acontecido. No obstante, se 
dejará constancia de la actuación.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 31 de la Ley 

“Artículo 31. Ministerio Público. 

-

“Artículo 32. Ministerio de Justicia y del Derecho. 

-

“Artículo 67. -

-

-
-

-

-

-
-
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-

-

-

“Artículo 87. -

-

-

-

“Artículo 126. 
-
-

-
-

-

-

-

 
“Artículo 128. Ejercicio de la acción y su proce-

dimiento. 
-
-

-

-

-

-

-

-

-
-

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 129 de la Ley 

“Artículo 129. Traslado del requerimiento. 

-

Artículo 10. Modifíquese el artículo 130 de la Ley 

“Artículo 130. Audiencia preparatoria. 

-

-
-
-

-

-

Artículo 11. Modifíquese el artículo 131 de la Ley 

“Artículo 131. Audiencia de sentencia.
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-
-

-

-

-

-

-

-

Artículo 12. Modifíquese el artículo 133 de la Ley 

“Artículo 133. De la sentencia anticipada de ex-
tinción de dominio. -

-

-

Artículo 13. . La presente ley 
rige a partir de su publicación, y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias.

De los señores Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I. JUSTIFICACIÓN

la década de los 90, como una herramienta para atacar 
los recursos y posesiones de las personas que se han 
involucrado en actividades delictivas, en la gran ma-

no es menos cierto que aún se requieren hacer ajus-
tes para que el proceso sea más dinámico, ágil y lograr 
una real descongestión de los despachos judiciales. Y 
de esta manera ser una respuesta efectiva por parte del 
Estado frente a la actividad criminal ejercida por orga-

como estrategia para desestimular su continuidad en la 
ilegalidad. 

A pesar de los esfuerzos no se ha logrado la agilidad 
en el trámite que se esperaba con la reforma. Colombia 
a partir del 2002 inició un proceso de transformación 
hacia la oralidad en los procesos para lograr una mayor 
celeridad y concentración en las etapas de investiga-
ción y juzgamiento. El cambio en la ritualidad procesal 
no solo se dio en el ámbito penal, en la actualidad, la 

de audiencias públicas se ha extendido a todos los sis-
temas procesales.

Es por ello que surge la exigencia de dotar al pro-
cedimiento de extinción de dominio de un trámite oral 

para la comunidad, sin que ello implique un descono-
cimiento de las garantías, por el contrario, se pretende 
un máximo control en los procesos y la aplicación de 
todas las prerrogativas que estos comportan. Si bien es 
cierto, Colombia expidió hace casi dos décadas la Ley 
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de Extinción de Dominio, en el convencimiento de que 
iba a ser una herramienta efectiva contra la delincuen-
cia organizada, hoy vemos con preocupación que ello 
no ha sido así, pues la delincuencia ha incrementado su 
actuar, afectando los derechos fundamentales de toda 
la sociedad, sin que la aplicación de la Ley haya teni-
do la efectividad necesaria para desvertebrar al crimen 
organizado a partir del desapoderamiento de la riqueza 
ilícita.

enviar el mensaje a toda la sociedad de que el patri-
monio mal habido no crea derecho, ni constituye una 
situación jurídica consolidada, por lo que el Estado 
puede despojar de ese patrimonio a quienes en esa for-
ma lo han adquirido, buscando con ello persuadir a los 
asociados de incursionar en el crimen para obtener po-
der económico. Sin embargo, la mora en el trámite de 
la misma, no ha logrado esa persuasión buscada.

debe tener, pues el proceso de extinción de dominio ha 
sido moroso desde sus inicios, incluyendo etapas inne-
cesarias en la parte de investigación que hacen que el 
mismo se dilate durante largos años, antes de que un 
juez dicte sentencia.

Se hace entonces necesario seguir fortaleciendo el 
combate a la criminalidad desde la debida aplicación 
de la acción de extinción de dominio, pues como se ha 
dicho en reiteradas publicaciones, el criminal no cesa 
su actividad delictiva únicamente con el incremento de 

mientras el delincuente siga teniendo poder económi-

Debe señalarse que no basta con que exista una ley 
que permita el desapoderamiento de bienes y patrimo-
nio producto de actividades ilícitas, sino que se requie-

y contundente en la persecución de patrimonios de ori-
gen ilícito, lo que de manera alguna se devela en el pro-
cedimiento dado a la acción de extinción de dominio 

-
minio), pues la misma continúa con un procedimiento 
totalmente escrito, que contempla una etapa preproce-
sal de investigación, que no termina con la presenta-

sino que permite que se haga un debate innecesario en 

requerimiento.
Nuestra propuesta es que el proceso sea totalmente 

-
do todos los medios probatorios y técnicas de inves-

bienes, la causal y el nexo de relación entre la causal, 
el bien y estos con algunas de las actividades ilícitas 

se haya quebrado la presunción de buena fe exenta de 
culpa, presente el requerimiento al juez de extinción y 
allí se lleve a cabo lo que realmente es la etapa procesal 
y sea allí donde se trabe realmente el contradictorio, sin 
más preámbulos.

Los éxitos en materia de extinción en otras legis-
laciones se deben primordialmente a la oralidad del 
trámite procesal, que permite tener sentencias de ex-

de tiempo, ello redundaría en la efectividad de esta 

sociedad. 
De otra parte, incluir a la acción de extinción de do-

asidero legal alguno, pues el Estado no puede legalizar 
bienes o patrimonio de origen ilícito; el mensaje que se 
daría a la sociedad sería totalmente equivocado y ne-
fasto, bien se sabe que los delincuentes jamás quieren 
entregar su patrimonio, pues ello hace parte de su poder 
en la sociedad.

II. MARCO NORMATIVO
Artículo 29 de la Constitución Política de Colom-

bia.

III. IMPACTO FISCAL 
Teniendo en cuenta que el sector de Administración 

con esta ley, también es cierto que existe un aparato ju-
dicial establecido y que el mismo cuenta con un presu-
puesto asignado para su funcionamiento. Si hablamos 

-
cia en el ejercicio de las causas que adelante este tipo 

-
te a asumir los costos que demande la oralidad.

IV. PROPUESTA 
La propuesta es que se contemple un procedimiento 

totalmente oral, el escrito ha sido paquidérmico y no 
ha dado los resultados esperados; la exigencia social es 

-
caces que además respondan de manera oportuna frente 
al actuar delincuencial y lograr la desarticulación de las 
organizaciones criminales impactando directamente las 

En Colombia, hemos podido evidenciar algunos 
buenos ejemplos de que procedimiento oral, no solo en 
el ámbito penal, que claramente requiere de innumera-
bles ajustes, también en el laboral y de familia se han 
logrado resolver situaciones con celeridad y respon-
diendo oportunamente a la demanda de justicia por par-
te de los ciudadanos. Es por ello que lo que le hace falta 
al procedimiento de extinción de dominio es dotarlo de 

reduzca los términos de ejecución total del mismo y 

despachos judiciales.
V. CONTENIDO DE LA INICIATIVA

Esta iniciativa consta de trece (13) artículos
El artículo 1° contiene el objeto de la ley.
El artículo 2° incluye el principio de oralidad en el 

proceso de Extinción de Dominio.

Y por último el artículo 13, que contiene la deroga-
toria y vigencia.

De los señores Congresistas,
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CÁMARA DE REPRESENTANTES 
SECRETARÍA GENERAL

El día 19 de agosto del año 2015 ha sido presentado 

correspondiente Exposición de Motivos, por el Partido 
Centro democrático. 

El Secretario General,

* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 086 DE 2015 
CÁMARA

-

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°.  La presente ley tiene por objeto 
que el Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo, rinda informa anual so-
bre los resultados de los tratados de libre comercio sus-
critos por Colombia, e informar el Estado de la balanza 
comercial con los países con quienes se tiene tratados 
de libre comercio.

Artículo 2°. Los informes deben ser presentados 
anualmente ante las plenarias de Senado y Cámara de 
Representantes.

Artículo 3°. Los informes deberán ser socializados 
con la ciudadanía y gremios que se encuentren impli-
cados dentro de los tratos comerciales suscritos por Co-
lombia, a través de los diferentes medios de comuni-

informativos.
Parágrafo 1°. El primer informe debe ser presentado 

al mes siguiente de la sanción presidencial del proyec-
to.

. La presente ley rige a partir 
de su sanción.

Firman los honorables Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La economía mundial es dinámica, es por esto que 

resulta necesario evaluar constantemente los diferentes 
acuerdos que en materia comercial ha realizado nues-
tro país con las demás naciones del mundo, tanto los 
acuerdos de integración regional como aquellos cono-
cidos como tratados de libre comercio.

El comercio global bilateral de bienes y servicios 
ha tenido un aumento considerable en los últimos tiem-
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pos, al igual la economía colombiana ha venido en un 
proceso constante de apertura económica traducida en 

de los diferentes continentes en menos de 20 años. El 
objetivo de la política comercial colombiana en las dos 
últimas décadas ha sido el de la apertura comercial y 
una mayor integración con la economía global. Como 
lo indica la organización Pro Industria, desde los años 
90 del siglo pasado el país ha direccionado sus políticas 
de producción y comercio hacia un esquema de apertu-

acuerdos comerciales.
Estos acuerdos económicos suscritos en años pasa-

dos son fruto del contexto económico de la época en la 
cual fueron negociados, es decir, las condiciones co-

obedecen a la situación económica propia del momento 
y a la perspectiva de la misma, sin embargo el contexto 
nacional es cambiante al igual que las dinámicas eco-

-
tes y perjudiciales en la actualidad, es por esto que re-
sulta trascendental evaluar de manera periódica de qué 
forma estos cambios han afectado los diferentes focos 
de la economía nacional y qué solución ha tenido el go-
bierno para proteger y fortalecer las industrias rezaga-
das en este proceso. Citando a Pro-Industria, un ejem-
plo actual son “Los cambios en la economía mundial 
tales como: el crecimiento menos acelerado de China y 
la recesión en la  que han reducido los precios 
de los , las materias primas y en particular 
el carbón y el petróleo “perjudicando enormemente la 
balanza comercial nacional y algunas áreas industriales 
de importancia para el país. A continuación, algunos 
datos que muestran la situación de Colombia en sus 
acuerdos comerciales:

Balanzas comerciales con países con TLC
(Fuente: MINCIT, DANE)

México 
(Millones de 

dólares)

Año
Exportacio-

nes
Dólares FOB

Importacio-
nes

Dólares FOB

Balanza 
Comercial

Dólares 
FOB

-2.369
2009 536 2.199 -1.663
2010 -3.056
2011
2012 6.150 -5.315
2013

Canadá 
(Millones de 

dólares)

Año
Exportacio-

nes
Dólares FOB

Importacio-
nes

Dólares 
FOB

Balanza 
Comercial

Dólares 
FOB

266
326 -399

2009 626
2010 532 -220
2011
2012 -591
2013 390 1.066

Unión 
Europea 

(Millones de 
dólares)

Año

Exportacio-
nes

Dólares 
FOB

Importa-
ciones

Dólares 
FOB

Balanza 
Comercial

Dólares 
FOB

552

5.029

2009 .903

2010 5.019

2011

2012 9.051

2013 9.230

Estados 
Unidos (Mi-

llones de 
dólares)

Año

Exportacio-
nes

Dólares 
FOB

Importa-
ciones

Dólares 
FOB

Balanza Co-
mercial

Dólares FOB

3.312
2009 9.022
2010
2011 21.969
2012
2013

El análisis de estas cifras muestra una tendencia al 

comprobar también por medio de las cifras del DANE 
que indican que las exportaciones han venido cayendo 
en los últimos dos años: según Forbes, las exportacio-

JUSTIFICACIÓN

-
merciales con otros Estados tiene un trámite inexora-
ble, comenzando desde los negociadores, los debates 
en el Congreso y el control automático que realiza la 
Corte Constitucional. Este último, reconociendo la po-
testad que tiene el legislador para regular la inversión 
extranjera o nacional, establece en la jurisprudencia los 
límites que debe tener en cuenta el legislador al mo-
mento de expedir leyes que reglamenten la inversión 
extranjera en Colombia, en ese sentido se ha pronun-
ciado la Corte:

“La amplia facultad de que dispone el legislador 
para regular la inversión extranjera o nacional en Co-
lombia, bien sea mediante leyes o instrumentos inter-
nacionales, no puede (i) desconocer la Constitución, en 
especial, los derechos fundamentales, como tampoco 
los tratados internacionales que hacen parte del bloque 
de constitucionalidad, muy particularmente, aquellos 



G 613  Jueves, 20 de agosto de 2015 

referentes a los derechos de los trabajadores. De igual 
manera, le está vedado al legislador (ii) establecer me-
canismos de protección a la inversión foránea que im-
pliquen el reconocimiento y pago de indemnizaciones 
pecuniarias irrazonables, desproporcionadas, exorbi-
tantes o infundadas, que atenten contra la salvaguarda 
del interés general; (iii) que despojen a los jueces na-
cionales de sus competencias constitucionales; y (iv) 
que impliquen una vulneración del principio de sepa-
ración de poderes”.

Así pues, reconociendo el estricto proceso que de-
ben recorrer los tratados comerciales para que sean ra-

legislador por su naturaleza es un ente de control sobre 
las acciones de la administración, su labor no culmina 
en la aprobación de los proyectos en materia comercial, 
sino que debe mantener un control sobre los efectos que 
estos van originando. Es en este sentido que constituye 
para el poder legislativo una obligación constitucional 
de mantener un control permanente sobre el proceso, 
funcionamiento y resultados que vayan desarrollando 
los acuerdos comerciales.

El Congreso debe vigilar y salvaguardar los inte-
reses del Estado colombiano, de la sociedad y de los 
gremios que construyen y dinamizan la economía del 
país, ya que, si bien los acuerdos en un principio cum-
plen con la formalidad exigida por ley, en el progreso 
de estos podrían trasgredir los límites constitucionales 
establecidos por la jurisprudencia Constitucional.

La función constitucional de control político, se-

en realizar una citación lo debe hacer a través de cada 
comisión de la corporación o de las plenarias, se cita 
al funcionario del Estado con cinco días de anticipa-

el cual fue mandado a llamar, restringiendo el desvío 
hacia otros temas. Por la importancia que representa 
la inversión extranjera, y más aun los TLC (tratados 
de libre comercio), por compilar temas de interés na-
cional, es menester para el legislador mantener infor-
mado sobre los avances de los acuerdos comerciales, 
sin que sea necesario acudir a la citación anticipada y 
un cuestionario de por medio, sino que la información 
que se vaya originando del progreso de los acuerdos 
comerciales se den a conocer en plenaria tanto del Se-

omisiones del Gobierno.

En el mismo sentido, la presente norma se adhie-
re a la Política de Rendición de Cuentas de la Rama 
Ejecutiva a los ciudadanos, establecida en el documen-

cultura de apertura de la información, transparencia y 
diálogo entre el Estado y los ciudadanos.

la Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la 
República, el Departamento Nacional de Planeación 
(DNP) y el Departamento Administrativo de la Función 
Pública (DAFP), presentan el Manual de Rendición de 

-
ciones y se establecen los lineamientos metodológicos 

Firman los honorables Congresistas,

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

SECRETARÍA GENERAL

El día 19 de agosto del año 2015 ha sido presentado 

correspondiente Exposición de Motivos, por el Partido 
Centro Democrático. 

El Secretario General,

* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 087 DE 2015 
CÁMARA

.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 122 de la Ley 30 quedará 
así:

“Artículo 122. Los derechos pecuniarios que por 
razones académicas pueden exigir las instituciones de 
Educación Superior, son los siguientes:

a) Derechos de inscripción.

b) Derechos de matrícula.

c) Derechos por realización de exámenes de habili-
tación, supletorios y preparatorios.

d) Derechos por la realización de cursos especiales 
y de educación permanente.

e) Derechos de grado.
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-
tancias.

Parágrafo 1°. Las instituciones de Educación Supe-

derechos pecuniarios de que trata este artículo, y aque-
llos destinados a mantener un servicio médico asisten-
cial para los estudiantes, los cuales deberán informarse 
al Ministerio de Educación Nacional para efectos de la 
inspección y vigilancia, de conformidad con la presen-

Parágrafo 2°. Quienes carezcan de capacidad eco-
nómica para sufragar los costos señalados en el literal 
e), no se les podrá exigir su pago y conservan el de-
recho a graduarse. Así mismo quienes no cuenten con 
la capacidad económica para pagar el servicio médico 
asistencial previsto en el parágrafo 1°, no se les podrá 
exigir su pago y podrán en todo caso acceder al servi-
cio.

Parágrafo 3°. Las instituciones de Educación Supe-
rior para incrementar el valor de los derechos pecunia-
rios tendrán como criterio principal el que el mismo 
no podrá ser superior al valor del Índice de Precios al 
Consumidor (IPC), establecido por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE), a ni-
vel nacional, para el periodo correspondiente a los doce 
meses inmediatamente anteriores a la fecha de presen-
tación del informe.

-

contemplados en este artículo, exigir otros derechos 
denominados derechos complementarios, los cuales no 

Parágrafo 5°. Las instituciones de educación supe-

ningún recargo o incremento sobre el valor de la ma-
trícula cuando esta se realice en forma extraordinaria o 
extemporánea.

Parágrafo 6°. Las instituciones de educación supe-

el plan de estudios de materias, cursos, actividades cu-
rriculares y extracurriculares.

por un término de tres (3) meses para:

1) Reglamentar los criterios para la inspección y vi-
gilancia respecto a los derechos pecuniarios en las ins-
tituciones de educación superior de carácter privado.

2) Establecer el procedimiento para cumplir con el 
deber de información respecto de los derechos pecunia-
rios que aplican las instituciones de educación superior. 

3) Fijar las sanciones a las instituciones de educa-
ción superior que contraríen las normas aquí estable-
cidas.”

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación.

De los honorables Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

la Ley 5ª, presentamos a consideración del Congreso de 
la República, el presente proyecto de ley, con base en 
las razones que se exponen a continuación:

OBJETO

El presente proyecto de ley tiene como objeto prin-
cipal reformar el artículo 122 de la Ley 30, que regula 
los derechos pecuniarios que por razones académicas 
pueden exigir las instituciones de educación superior, 

Estado ejercer la suprema inspección y vigilancia de 
esas entidades con mayor rigor, controlando posibles 
excesos y facilitando así a la población el acceso a la 
educación superior.

JUSTIFICACIÓN

La Constitución Política de Colombia estableció 
que: “Corresponde al Estado regular y ejercer la supre-

por la mejor formación moral, intelectual y física de los 

En desarrollo de este precepto constitucional se es-
tablecieron en el artículo 122 de la Ley 30 los crite-

complementarios que por razones académicas pueden 
exigir las instituciones de educación superior, de la si-
guiente manera:

-

-
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-

-
-
-
-

-

-

-

-
-

-

-
-

No obstante las normas citadas, al analizar la situa-
ción que se presenta con el cobro de los derechos pecu-
niarios en la educación superior, se pudo constatar que 

permitido un aumento desconsiderado de dichos cos-
tos, presentándose incluso abusos, que atentan contra 
el derecho de los colombianos a acceder a la educación 
superior.

De otro lado, la Constitución asignó a la educación 
la misión fundamental de formar a los colombianos 

-

a la educación en el propósito de conformar un Estado 

la persona y como un servicio público que tiene una 

Esta responsabilidad asignada a la educación se re-
 

-

los pilares al asumir a “la educación como el más po-
deroso instrumento de igualdad social y crecimiento 
económico en el largo plazo, 

-

-

Igualmente, en las bases del referido Plan Nacional 
de Desarrollo se reconoce que -

las barreras 
de acceso a la educación superior asociadas con sus 
altos costos, -

El reto del país es muy grande para cambiar esta 
situación, si se tiene en cuenta la siguiente información 
suministrada en las citadas bases del Plan Nacional de 
Desarrollo: -

-
 (Subrayado nuestro).

una determinación por parte del Estado para facilitar 
el acceso de la población a la educación superior para 
lo cual se requiere adoptar un criterio que racionalice 
los costos de los derechos pecuniarios que por razones 
académicas pueden exigir las instituciones que, como 
ya anotamos, la Constitución lo enfoca que prestan este 
“servicio público que tiene una función social” (ar-
tículo 67).

Tal como se planteó, el criterio actual previsto en las 
normas, no ha surtido efecto y los derechos pecuniarios 
se han convertido en un factor de inequidad social para 
el acceso de la población más pobre del país a la edu-
cación superior.

Hoy más que nunca el Estado colombiano, la socie-
dad y la familia deben conjugar sus responsabilidades 
para que la educación pueda cumplir cabalmente con 
esta misión.

Por estas razones, este proyecto de ley al facilitar a 
la población el acceso a la educación superior, coadyu-
vará en el propósito nacional de construir una sociedad 
más equitativa y sobre todo, a alcanzar la paz.

Antecedentes
Un antecedente importante que se tuvo en cuenta en 

el estudio del presente proyecto de ley fue la Sentencia 

de la demanda de inconstitucionalidad contra el artí-
culo 122 (parcial) de la Ley 30 de 1992, “por la cual 
se organiza el servicio público de la educación supe-
rior”. De manera concreta se buscaba la declaratoria de 
inexequibilidad de los derechos de grado y los destina-
dos a mantener un servicio médico asistencial, previs-
tos en la citada norma.

Una destacada conclusión que trae la precitada 
-

lación que debe existir entre los derechos y deberes de 
las instituciones de educación superior privadas y los 
estudiantes que acceden (o pretenden hacerlo) a este 
servicio, a saber: “Por otra parte, la Carta también 
autoriza a las instituciones de carácter particular para 
cobrar a los estudiantes el pago de emolumentos con 
ocasión del servicio educativo prestado, lo cual deriva 
de la naturaleza de la actividad que desarrollan, como 
quiera que concurren a la prestación del servicio públi-
co de educación, en ejercicio de la libertad económica 
y de empresa e iniciativa privada, pudiendo recibir a 
cambio la justa retribución por su gestión, dentro de los 
límites y controles establecidos por el Estado. En este 
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sentido se pronunció la Corte en la Sentencia C-560 de 

Galindo, que declaró inexequible parcialmente el artí-

el cobro de “bonos” en colegios privados. Expresó esta 
corporación:

-
-

-

-

-
-

-

 Esto implica que las personas e 
instituciones privadas, siempre que no desborden los 
límites legalmente señalados a su gestión ni evadan 

-
gilancia del servicio público, pueden diseñar y poner 
en funcionamiento unidades educativas dotadas de 

-
ren su fundación y que correspondan a sus convic-
ciones y expectativas, para satisfacer la demanda de 
la población dentro de un mosaico de opciones propio 
del sistema democrático y pluralista que la Constitu-
ción consagra 

-
-
-

-

-

En este pronunciamiento también se precisó que “si 

“la educación –aun la privada– debe prestarse en 
condiciones tales que garantice la igualdad de opor-
tunidades en el acceso a ella, por lo cual repugna a 
su sentido de servicio público con profundo contenido 
social cualquier forma de trato discriminatorio o ‘eli-
tista’ que, en virtud de un exagerado requerimiento 
económico, excluya per se a personas intelectualmen-
te capaces cuyo nivel de ingresos solo les hace posible 
sufragar las proporcionales contraprestaciones legal-

mente autorizadas que se adecuan al nivel educativo 
buscado, pero no cantidades extraordinarias ajenas 
al servicio mismo y a su categoría”.

Apreciaciones que, mutatis mutandis, son apli-
cables al servicio de educación superior, al cual se 
contrae la demanda y el estudio que en esta ocasión 
ocupa la atención de la Corte Constitucional” (Subra-
yados nuestros).

Una segunda y trascendental conclusión del análi-
sis de la honorable Corte Constitucional en la precitada 
sentencia aclara muy bien los límites de las institucio-
nes de educación superior en el cobro de los derechos 
pecuniarios, en los siguientes términos: “Ahora, como 

“de-
 y tampoco los enuncia, ha de en-

tenderse que tal asunto está deferido al legislador, 

campo no puede desconocer que aunque esos dere-
chos sean de contenido económico, ante todo deben 
guardar correspondencia con la educación, en su 
doble dimensión de derecho de la persona y servicio 
público que tiene una función social.

Compete también al legislador determinar si el va-

respectivas o por los entes educativos bajo el control 
y vigilancia de aquéllas, atendiendo el carácter de ser-
vicio público y de función social que la Constitución 
asigna a la educación, con todas las connotaciones fun-
damentales que se le han reconocido.

En relación con este punto, conviene precisar que 
para el caso del servicio educativo a cargo de particu-
lares, se considera que los pagos que ocasione su pres-
tación no están librados a las leyes de la oferta y la 
demanda, ni a la autonomía absoluta de los centros 
de instrucción, sino que están controlados por el Es-
tado:

“...de una parte está comprometido el derecho a 
la educación, y de otra un incontrolado aumento de 
los costos educativos puede llegar a lesionar y aun a 

de la Constitución, además de afectar el conjunto de 
la economía a través del incremento de uno de los fac-
tores más sensibles dentro de la canasta familiar, todo 
lo cual exige la intervención del Estado, a cuyo cargo 
se encuentra la dirección general de la política eco-
nómica, para ubicar el ejercicio de la autonomía pri-
vada dentro de los límites del bien común y asegurar 
el cumplimiento de la función social que corresponde 
a la educación. De allí que el control de precios en la 
materia resulte inherente a la conducción del sistema 
educativo a cargo del Estado y restrinja los alcances 
de la libertad reconocida a los entes educativos priva-

el artículo 334 de la Constitución” 
Dentro de estos parámetros el artículo 122 de la Ley 

30 de 1992, acusado parcialmente, habilita a las univer-
sidades para requerir, “por razones académicas”, los 
“derechos pecuniarios” allí relacionados: inscripción; 
matrícula; realización de exámenes de habilitación, su-
pletorios y preparatorios; realización de cursos espe-
ciales y de educación permanente; grado; expedición 

un servicio médico asistencial para los estudiantes y 
derechos complementarios.
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Advierte la Corte que ese mandato legal no contie-
ne una imposición, pues emplea la expresión 

, lo cual es explicable dado que tratándose de 
establecimientos de carácter estatal los derechos pecu-
niarios solamente se cobrarán a quienes cuentan con 
capacidad de pago; respecto de las instituciones par-
ticulares, estas tienen derecho a exigirlos como retri-
bución del servicio prestado, pudiendo determinar, en 
ejercicio de su autonomía, si en algunos casos no hay 
lugar a su pago.

Según la norma en cuestión, el establecimiento de 
esos derechos procede por “razones académicas”, 

prestación del servicio público de educación, con 
función social, que igualmente busca la realización 
de ese derecho con arreglo a los propósitos señalados 
por el constituyente en el artículo 67 fundamental: 
formar al colombiano “en el respeto a los derechos 
humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica 
del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cul-

ambiente”.
Así mismo, al tenor de la disposición legal, tales 

derechos son , es decir, de naturaleza 
económica, lo cual también está en consonancia con la 
Constitución que los reconoce como legítima fuente de 

-
do su cobro en las instituciones del Estado solamente 
a quienes tienen capacidad de pago y no proscribiendo 
que los establecimientos particulares los establezcan 
como justa contraprestación por la capacitación brin-
dada.

Conforme a la norma en comento, el valor de 
“ins-

tituciones de educación superior legalmente aproba-
das”
discrecionalidad en esta materia sino que, por el 
contrario, deben hacerlo dentro de un régimen de 
libertad controlada, debiendo informar al Institu-
to Colombiano para la Educación Superior, Icfes, 
“para efectos de la inspección y vigilancia”.

Esta medida también armoniza con la Carta Política 
pues, según se explicó, el legislador es quien determi-
na la modalidad bajo la cual las universidades esta-
blecen los costos del servicio educativo en ejercicio 
de su autonomía (artículo 69 Const.), que las faculta 
para determinar las obligaciones académicas, sin 
perjuicio de la “suprema inspección y vigilancia de 
la educación” que corresponde al Estado, según lo 
dispuesto en el artículo 67 superior”. (Subrayados 
nuestros).

Teniendo en cuenta las consideraciones señaladas, 
la honorable Corte Constitucional determinó: “Decla-
rar Exequible el literal e) del artículo 122 de la Ley 30 
de 1992, en el entendido de que a quienes carezcan de 
capacidad económica para sufragarlos, no se les podrá 
exigir su pago y conservan el derecho a graduarse. Se-
gundo. Declarar Exequible la expresión “

” contenida en el parágrafo 1º del 
artículo 122 de la Ley 30 de 1992, en el entendido de 
que a quienes carezcan de capacidad económica para 
sufragarlo, no se les podrá exigir su pago y podrán en 
todo caso acceder al servicio”.

Esta decisión de la honorable Corte Constitucional 
se recoge en el presente proyecto de ley.

De otro lado, una importante iniciativa que propen-
día por introducir un control al cobro de los derechos 
pecuniarios por parte de las instituciones de educación 
superior, fue presentada por el Senador Jorge Eliécer 
Guevara en el Proyecto de ley número 128 de 2012 

 cuya exposición de moti-
vos fue publicada en la Gaceta del Congreso número 
661 de 2012 y la respectiva ponencia fue publicada en 
la Gaceta del Congreso
aprobada en primer debate el 20 de marzo del 2012. 
La ponencia para segundo debate fue publicada en la 
Gaceta del Congreso número 392 de 2013. Lamenta-

la Ley 5ª.
En dicho proyecto de ley se establecían varios cri-

terios claves para controlar el cobro de los derechos 
pecuniarios, a saber:

-El primer criterio
trasladar al estudiante los costos que se puedan origi-
nar por la introducción de cambios en los planes de es-
tudio, así: 

-
-

-
-

-

Este control propuesto en este proyecto nos parece 
de la mayor importancia por lo cual será retomado en 
el presente proyecto de ley.

- El segundo criterio está relacionado con el cobro 
de la matrícula en los siguientes términos: 

-
-

-

-

-

-
-

-

-
-

En relación con este segundo criterio, anotamos que 
aunque representa un avance con el criterio actual pre-
visto en el artículo 122 de la Ley 30 y en el respectivo 
decreto reglamentario, se mantiene la falta de claridad 
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y contundencia para el control de los derechos pecu-
niarios.

- El tercer criterio
llamada, matrícula extraordinaria, así: 

-
-
-
-

-

-

-

Acerca de estos últimos criterios es de anotar que 
resultan muy pertinentes, tal como se demostrará más 
adelante, dado el abuso que se ha originado con los co-
bros de las llamadas matrículas extraordinarias (y aún 
extemporáneas).

- El cuarto criterio introduce importantes elemen-
tos de control y sanción, a saber

-

-

-

-

Este criterio acerca de la aplicación de sanciones 
es un tema de gran trascendencia en la perspectiva de 
dotar de herramientas de inspección y vigilancia al Go-
bierno nacional, y será tenido en cuenta en el presente 
proyecto de ley.

En los tres años que han transcurrido desde que se 
presentó la iniciativa en comento, la situación que se 
quiso subsanar con esta norma ha empeorado, por lo 
cual se requiere que el honorable Congreso de la Repú-
blica contribuya de manera decidida con la aprobación 
de este proyecto de ley que introduce unas reglas de 
juego más precisas en esta importante atribución del 
Estado de 

, especialmente, de la edu-
cación superior.

materia de inspección y vigilancia de la educación su-
perior, tales como: 1) Velar por la calidad y la conti-
nuidad del servicio público de educación superior. 2) 
Propender por la mejor formación moral, intelectual y 
física de los educandos y por el cumplimiento de los 
objetivos de la educación superior. 3) Que en las ins-
tituciones privadas de educación superior, constituidas 

como personas jurídicas de utilidad común, sus rentas 
se conserven y se apliquen debidamente y que en todo 
lo esencial se cumpla con la voluntad de sus fundado-
res, sin que pueda consagrarse o darse de forma alguna 

-
les de Educación Superior se atienda a la naturaleza 
de servicio público cultural y a la función social que 
les es inherente, se cumplan las disposiciones legales y 
estatutarias que las rigen y que sus rentas se conserven 
y se apliquen debidamente.

No obstante lo positivo de esta norma aún se obser-
va un vacío en relación con el control al cobro de los 
derechos pecuniarios en la educación superior.

Análisis de la situación actual
De acuerdo con la honorable Corte Constitucional 

“Es un derecho fundamental y goza de un carácter 
progresivo. El Estado debe procurar medidas para el 
acceso continuo de las personas a las universidades 
en el país, mediante la adopción de mecanismos que 
hagan posible el ingreso a la educación superior”. 
(Subrayado nuestro).

En esta misma sentencia, se reitera que “la Corte ha 
sostenido que la naturaleza de derecho fundamental 
del derecho a la educación superior, contiene dentro 
de su núcleo esencial la garantía de que su goce efec-
tivo está a cargo del Estado, 
bien este último no tiene una obligación directa de 
procurar el acceso inmediato de todas las personas 

eximido de su responsabilidad de procurar el acceso 
progresivo de las personas al sistema educativo”. (Su-
brayado nuestro).

Así las cosas, es deber ineludible del Estado asumir 
esta responsabilidad (en la cual concurren la sociedad y 
la familia) adoptando los mecanismos necesarios para 
que las personas accedan de forma progresiva a los di-
ferentes niveles de la educación, siendo el nivel supe-
rior, uno de esos derechos fundamentales.

-
teado por la honorable Corte Constitucional en la Sen-

del derecho a la educación, en los siguientes términos: 

-
-

por lo que tiene el deber de procurar 
el acceso progresivo de las personas a los distintos ni-
veles de escolaridad, mediante la adopción de diferen-
tes medidas, dentro de las que se destaca, por expre-
so mandato constitucional, la obligación de facilitar 

de todas las personas aptas a la educación superior”.
(Subrayado nuestro).

La práctica sin embargo va en dirección contraria a 
la carta de derechos. Se observa así que se ha impues-

los derechos pecuniarios en la educación superior en el 
-

ción (ante el Ministerio de Educación Nacional) de los 
proyectos e inversiones que se han adelantado en las 
universidades, se incremente, muchas veces en forma 
desmesurada, dichos costos.
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De ese modo, el ejercicio de un derecho funda-
mental queda al libre examen de los particulares y a la 
inspección de una entidad del Estado, de una manera 
subjetiva y sin unas reglas de juego precisas, y que se 
constituyan en obligación para las partes.

Un estudio realizado por el Observatorio de la 
Universidad Colombiana1 nos da una idea muy clara 
acerca de la difícil situación que viven las familias 
colombianas con menores ingresos (incluso las de los 
estratos medios) en sus aspiraciones legítimas que 
sus hijos puedan aspirar a ingresar a una universidad 
dados los altos costos. Al respecto, el referido estudio 
concluye:

1. Los valores de las matrículas de universidades 
privadas en el país presentan un elevado costo pecunia-
rio, subiendo cada año desmesuradamente por encima 
al número de smlv que se requieren para cubrir la tota-
lidad del costo de los derechos pecuniarios.

muestran los incrementos de las matrículas vs. el au-
mento del salario mínimo:

3. Todo lo anterior a pesar de que para la vigencia 

los aumentos estuvieron muy por encima.

-
can, especialmente, a las IES privadas, pues las públi-
cas tienen más restricciones y presión social para elevar 
matrículas y, por el contrario, algunas han debido bajar.

1  El Observatorio de la Universidad Colombiana. 
Cada día es más costosa la educación superior en Co-
lombia.En:
php?option=com_content&view=article&id=3109:
cada-dia-es-mas-costosa-la-educacion-superior-en-
colombia&catid=2:informe-especial&Itemid=199

5. La conclusión del estudio citado es contundente: 
“El mismo Estado patrocina esta situación. Su con-
trol es mínimo y la legislación es blanda”.

El Observatorio de la Universidad Colombiana2, 
analizó el costo de la matrícula por programas, de los 

-
cativos, en los cuales se deben tener en cuenta las si-
guientes observaciones:

Observación número 1:
En cada tabla, los valores corresponden a los pre-

-
moción y Admisiones de las instituciones, así como en 
su publicidad.

Observación número 2:
Los precios no son exactos, y pueden tener pequeñas 

–que informan de ello públicamente– ya está incluido 
el valor del formulario y la inscripción y en otros el 
valor baja por las promociones y descuentos que hacen 
a parientes de egresados, alumnos de colegios amigos, 

Observación número 3:
La intención de El Observatorio es mostrar tenden-

totalidad de la oferta en el respectivo programa y que 
son promocionados actualmente en el país y se usa para 

Observación número 4:
Solo presentamos en cada caso las 10 primeras ins-

tituciones que aparecen en la tabla elaborada por El 
Observatorio.

Observación número 5:
Con base en los datos del estudio hicimos algunos 

cálculos adicionales que presentamos en cada tabla y 
en una tabla titulada Resumen.

Los estudios de caso ilustrativos que hemos selec-
cionado para los efectos del presente proyecto de ley, 
son los siguientes:

Primer estudio de caso: Administración de em-
presas o negocios:

2 Información de El Observatorio de la Univer-
sidad Colombiana en: 

article&id=152:administracide-empresas-nego-
cios&catid=32:matrlas&Itemid=53

Programas de 
Administración (de 

empresas - de negocios)

Matrícula 
semestral en 

2007

Matrícula 
2007 en smlv

Matrícula en 
2014

Matrícula 
2014 en 

smlv

% 
aumento 
de 2007 a 

2014

% 
promedio 
por año

Universidad de Los Andes
Colegio de Estudios 
Superiores de 
Administración, (CESA)

6.200.000 12.256.500 19,9

Universidad de La Sabana 9.310.000 15,11
Universidad del Rosario
Universidad Javeriana, 
Bogotá Diurno

13,19
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Programas de 
Administración (de 

empresas - de negocios)

Matrícula 
semestral en 

2007

Matrícula 
2007 en smlv

Matrícula en 
2014

Matrícula 
2014 en 

smlv

% 
aumento 
de 2007 a 

2014

% 
promedio 
por año

Universidad Externado de 
Colombia

    

Universidad EAN 3.500.000
Universidad Sergio 
Arboleda
Universidad ICESI   ND   
Universidad del Norte, 
Barranquilla

11,23

Promedios 5.047.063 12 8.684.890 14 82% 12%

Conclusiones: 

5. La totalidad de las instituciones aumentaron los costos equivalentes en número de salarios mínimos legales 

Segundo estudio de caso: Derecho

Programas de 
Derecho

Matrícula 
semestral en 

2007

Matrícula 
2007 en smlv

Matrícula en 
2014

Matrícula 
2014 en smlv

% aumento de 
2007 a 2014

% 
promedio 
por año

Universidad de Los 
Andes
Universidad del 
Rosario
U n i v e r s i d a d 
Javeriana –Bogotá

5.130.000

Universidad Sergio 
Arboleda - Bogotá-

5.100.000 13,96

Universidad de La 
Sabana

5.350.000 13,33

U n i v e r s i d a d 
Externado de 
Colombia

11,31 11,66

Universidad EAFIT 11,02
Universidad ICESI

Bolivariana –
Medellín
I n s t i t u c i ó n 
U n i v e r s i t a r i a 
Colegios de 
Colombia

  9,92   

Promedios 5.037.088 12 8.185.561 13 69% 10%

Conclusiones: 

5. La totalidad de las instituciones aumentaron los costos equivalentes en número de salarios mínimos legales 



G 613  Jueves, 20 de agosto de 2015 Página 15

Tercer estudio de caso: Medicina

Programas de Medicina Matrícula 
semestral 
en 2007

Matrícula 
2007 en smlv

Matrícula en 
2014

Matrícula 
2014 en 

smlv

% 
aumento 
de 2007 a 

2014

% 
promedio 
por año

Universidad de Los Andes 11.630.000
Universidad del Rosario 16.910.000
Universidad Javeriana –Bogotá 15.005.000
Universidad El Bosque 22,05
Universidad de La Sabana
Fundación Universitaria de 
Ciencias de la Salud
Universidad ICESI   11.591.000   
Universidad CES 5.390.000
Universidad Autónoma de 
Bucaramanga

  11.100.000   

Universidad del Norte 15,09 10.961.300   
Promedios 8.160.675 19 13.276.530 22 72% 10%

Conclusiones: 

5. La totalidad de las instituciones aumentaron los costos equivalentes en número de salarios mínimos legales 

Cuarto estudio de caso: Ingeniería Civil

Programas de 
Ingeniería Civil

Matrícula semestral 
en 2007

Matrícula 2007 
en smlv

Matrícula en 
2014

% aumento de 
2007 a 2014

% promedio 
por año

Universidad de Los 
Andes
Universidad Javeriana –
Bogotá

11,92

Universidad EAFIT
Escuela de Ingeniería de 
Antioquia

6.655.000

Universidad Javeriana – 
Cali

   

Escuela Colombiana de 
Ingeniería (promedio)

   

Fundación Universidad 
del Norte
Universidad Piloto de 
Colombia -Girardot-

   

Universidad de Medellín    
Universidad Santo Tomás 
– Bogotá
Promedios 4.624.099 11 6.667.857 66% 9%

Conclusiones: 
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RESUMEN

Programas Matrícula 
semestral 
en 2007

Matrícula 
2007 en smlv

Matrícula en 
2014

Matrícula 
2014 en 

smlv

% aumento 
de 2007 a 

2014

% 
promedio 
por año

Programas de Administración 
(de empresas - de negocios)

12

Programas de Derecho 12 13
Programas de Medicina 19 22
Programas de Ingeniería Civil 11 ND
Promedio de la Muestra 5.717.231 13 9.203.710 - 72% 10%

Conclusiones:
-

3. Los incrementos por programa en promedio por 

Por otra parte, en un estudio realizado por el Minis-
terio de Educación Nacional sobre la educación supe-
rior en Colombia (2012) se observa que: 

-
-

algunos estudiantes 
nos dijeron que habrían preferido universidades pri-
vadas de no haber sido por el mayor costo que conlle-
vaban” (Subrayado nuestro).

La observación del MEN está en línea con lo ya ex-
presado en las bases del Plan Nacional de Desarrollo: 
una de las barreras de acceso a la educación superior 
está asociada con sus altos costos.

El Ministerio de Educación Nacional ha hecho im-
portantes avances para revertir esta situación: -

-

-
-

-

3.
En este punto es importante aclarar que las cifras 

citadas por el MEN están agregando a las instituciones 

la totalidad de los programas en los distintos niveles 
de educación superior: programa de educación técnico 
profesional, tecnológico y universitario.

El análisis del MEN introduce una variable muy 
importante en el presente proyecto: el problema de la 
permanencia en la educación superior, para lo cual, di-

citado: 

3  Ministerio de Educación Nacional. -
-

2015.

-

-

-

-
-
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-

-

-

Sobre esta variable, El Observatorio de la Univer-
sidad Colombiana  ha planteado que: 

-
-

Dentro de las causas 

educativos y la solicitud de exigencias como codeudo-
res, y los elevados intereses.

En conclusión, aunque el país avanza en oportuni-
dades de desarrollo social, el acceso y permanencia en 
la educación superior sigue mostrando signos fuertes 
de inequidad social. Una de las causas es la ausencia 
de un criterio rector acerca del costo de los derechos 
pecuniarios en la educación superior que ha conllevado 
a una inequidad social que como ya se vio impide el 
acceso de un amplio segmento de la población y por lo 

otorgó la Constitución Política de Colombia a la edu-
cación. 

Otro aspecto que se ha convertido en una forma de 
abuso ha sido el cobro de porcentajes (en promedio del 

se realiza en forma extemporánea.
Al respecto, es importante tener en cuenta las si-

-
tés5: -

-

-

-
í -

-
rio de la Universidad Colombiana. En 

5  Héctor Manuel Rodríguez Cortés. Intereses que co-
bran IES por matrículas extraordinarias son usura 

eses-que-cobran-ies-por-matriculas-extraordinarias-son-

es costumbre de las IES establecer en sus 
normas internas sanción por extemporaneidad en el 
pago del valor de la matrícula, sanción que se tasa en 
cuantía superior de la que se cobraría por concepto 
de intereses corrientes, porque no se está en mora, 
por el capital no pagado en la fecha establecida, lo 
que implica en términos jurídicos, abuso del derecho, 
asumir una facultad sancionatoria estableciendo a su 
arbitrio la cuantía en aras de la autonomía universi-
taria, es una tasación sancionatoria por un servicio 
que aún no se ha recibido; el servicio educación se 
paga por el consumidor de manera anticipada . (Su-
brayado nuestro).

Esta costumbre de cobrar matrículas extraordinarias 
se convirtió así en ley afectando gravemente las posi-
bilidades de acceso de la población a la universidad. Al 
respecto en un concepto del Ministerio de Educación 
Nacional6 se reconoce que la situación se presenta por 
la falta de una norma que regule dicho cobro: 

-
-

-
-

-
-

-

-

-
-

-

-

-

-

-
-
-

Nacional. Cobro matrícula extraordinaria en universi-
dades. En -
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Así mismo, el Ministerio de Educación Nacional  informa en su sitio web al público en general acerca de este 
tema lo siguiente: 

-

De acuerdo con sus reglamentos 

cobrado por concepto de matrícula extraordinaria, en forma razonable”. (Subrayado nuestro).

En este punto llama la atención el tímido concepto de la entidad rectora de la educación según el cual la insti-

En tal estado de cosas: ¿Quién protege los derechos de las personas?

Examinamos la situación del cobro de las matrículas extraordinarias para la vigencia 2015 de los programas 
analizados en las tablas ya relacionadas y alcanzamos las siguientes conclusiones:

-
cepto sin que medie una regla por parte del Estado que establezca criterios de equidad.

Instituciones de Educación Superior
-

”.

A continuación se aprecian los estudios de caso:

Primer estudio de caso: Costos de la Matrícula Extraordinaria en Administración de Empresas o Nego-
cios:

Programas de Administración 
(de empresas – de negocios)

Norma que establece mon-
tos de matrícula

Valores en pesos Porcentaje

Matrícula Extraordinaria
Universidad de Los Andes ND $13.144.000 ND -
Colegio de Estudios Superiores 
de Administración (CESA)

$12.539.000 ND -

Universidad de La Sabana $9.600.000 ND

Universidad del Rosario Decreto Rectoral número 
1223 del 30 de septiembre 

ND

Universidad Javeriana –Bogotá – 
Diurno 2015

ND
fecha 

fecha 
Universidad Externado de Co-
lombia

Resolución Rectoral del 15 ND -

Universidad EAN Resolución número 122 de ND

Universidad Sergio Arboleda ND -
Universidad ICESI ND -
Universidad del Norte –Barran-
quilla–

Segundo estudio de caso: Costos de la Matrícula Extraordinaria en Derecho

Programas de Administración 
Derecho

Norma que establece Matrí-
cula Extraordinaria

Valores en pesos Porcentaje

Matrícula Extraordinaria
Universidad de Los Andes ND - - -
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Universidad del Rosario Decreto Rectoral número 
1223 del 30 de septiembre de 

ND

Universidad Javeriana, Bogotá
2015

ND
fecha 

fecha
Universidad Sergio Arboleda, Bo-
gotá

ND  ND -

Universidad de la Sabana ND

Universidad Externado de Colom-
bia

Resolución Rectoral del 15 de ND -

Universidad EAFIT ND
Universidad ICESI ND -

-
dellín

Resolución Rectoral número $6.930.900 ND

Institución Universitaria Colegios 
de Colombia

ND ND ND -

Tercer estudio de caso: Costos de la Matrícula Extraordinaria en Medicina

Programas de Medicina Norma que establece Matrícula 
Extraordinaria

Valores en pesos
Porcentaje

Matrícula Extraordinaria

Universidad de Los Andes ND ND ND -
Universidad del Rosario Decreto Rectoral número 1223 del ND

Universidad Javeriana, Bogotá ND ND
fecha 

fecha
Universidad El Bosque ND -
Universidad de La Sabana ND

Fundación Universitaria de 
Ciencias de la Salud

$13.505.000 ND -

Universidad ICESI ND -

Universidad CES ND ND
extraordinaria 1.

extraordinaria 2. 
Universidad Autónoma de 
Bucaramanga

ND ND ND -

Universidad del Norte ND

En razón a lo anterior, el Estado debe entrar a re-
gular estas conductas que van en contravía de los de-
rechos consagrados en la Constitución y en las normas 
que regulan los derechos del consumidor (en este caso, 
los estudiantes).

las instituciones de educación superior, se aprecia un 
gran vacío en el necesario control a los derechos pecu-

dichos costos, inspirado en un principio de equidad so-
cial, tal como se propone en este proyecto de ley.

Finalmente, es importante señalar que el criterio 
propuesto en el actual proyecto de ley, no vulnera el 
principio de la autonomía universitaria, para lo cual es 

pertinente invocar a la Honorable Corte Constitucional 
-

sitaria reiteró el “Contenido y límites” de la misma, al 
establecer:

-
-

-

-

-
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-
-

Sin duda, como se ha demostrado en este escrito, 
uno de esos derechos fundamentales de la población 
colombiana es el acceso a la educación superior con 
base en criterios de equidad, tal como se establece en el 
presente proyecto de ley.

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
SECRETARÍA GENERAL

El día 19 de agosto de 2015 ha sido presentado en 

correspondiente Exposición de Motivos, por el hono-
rable Representante 

El Secretario General,
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